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Resumen 
La aplicación de los productos agroquímicos está plagada de relatos más o menos 
verosímiles, verdaderos mitos, paradigmas visceralmente defendidos y paradojas. En 
la actividad de producción agrícola aparecen plagas que los productores deben 
combatir por mandato legal y/o razones económicas y de productividad. Para librar 
esa batalla contra las plagas superando los medios físicos, se utilizan los distintos 
productos, entre ellos los agroquímicos, sobre cuya aplicación se ha instalado una 
percepción que hace creer que con mayor distancia de prohibiciones y restricciones se 
constituye mayor seguridad, cuando las investigaciones científicas y recomendaciones 
tecnológicas de organismos internacionales y nacionales indican que el factor central 
es el control y fiscalización de buenas prácticas de aplicación. La provincia de Buenos 
Aires ha reglamentado mediante la Resolución 246/18 del Ministerio de Agroindustria 
la aplicación de estos productos incluyendo la implementación de buenas prácticas y 
otras restricciones que se suman a las establecidas por la Ley 10.699 y su 
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reglamentación. Paradójicamente se produce la reacción de algunos sectores que 
hicieron oír su voz repudiándola. 
Palabras clave 
Ley de Agroquímicos 10.699, Resolución Ministerio Agroindustria Buenos Aires 246/18, 
buenas prácticas de aplicación. 
 
Myths, paradigms and paradoxes reflected in the regulation of the application 
of agrochemicals in Buenos Aires province 
Abstract  
The use of agrochemicals is riddled with more or less plausible tales, genuine myths, 
viscerally advocated paradigms and paradoxes. Agricultural producers must fight 
pests by legal mandate and for economic reasons. To wage the battle against plagues, 
different products are used, including agrochemicals. On the application of 
agrochemicals, a widespread misconception has established bans and restraints 
provide security. In fact, scientific researchers, national authorities and international 
agencies recommend to regulate and control the good practices of application of 
agrochemicals. Buenos Aires Province has regulated this economic activity by the 
Resolution 246/18 of the Ministry of Agroindustry, including the good practices of 
application of agrochemicals and other restrictions which are added to the limitations 
that the Law 10.699 and its regulation have established. Paradoxically, certain sectors 
made their protest heard to repudiate this Resolution. 
Keywords 
Agrochemicals Law 10.699, Resolution 246/18 of the Ministry of Agroindustry of Buenos 
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La aplicación de los productos agroquímicos está plagada de relatos más o menos 
verosímiles, verdaderos mitos, paradigmas visceralmente defendidos y paradojas. 
Infinita es la cantidad de artículos vinculados a la temática que pueden encontrarse 
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en las páginas electrónicas. En su regulación también se pueden hallar paradigmas y 
paradojas. 
Los mitos según la definición de la Real Academia consisten en «una historia 
imaginaria que altera las verdades, (dándole) más valor del que tienen en la realidad». 
Paradigma, siguiendo la misma fuente es una «teoría o conjunto de teorías cuyo 
núcleo central se acepta sin cuestionar y que suministra la base y modelo para 
resolver problemas y avanzar en el conocimiento». 
«También se ha utilizado en los últimos tiempos como sinónimo de modelo, 
arquetipo, prototipo, etc. (…), un paradigma es un enmarañado conjunto 
interrelacionado de normas, leyes, visiones de la realidad socioeconómica, maneras 
comunes de enfrentar distintas situaciones problemáticas debido al arraigo cultural, 
representaciones mentales de la realidad, etc. Posee una lógica interna y una 
identidad. 
Por medio de él podemos definir,… delimitar,… identificar,… conceptualizar, 
etc. partes o el todo del entorno que nos rodea. 
Y ¿para qué sirve todo esto? Pues bien… para poder comprender y explicar la 
realidad; puesto que, nuestra percepción del mundo está influenciada por estos 
patrones de pensamiento (…)» (CASAS, 2000). 
Las paradojas, enseña el profesor Casas «son contradicciones que se presentan 
dentro de un orden lógico. Estas incoherencias, generan una particular confusión en 
la opinión y en el sentir de la gente. 
(…), algunas características inherentes a las paradojas son: una situación increíble, 
una realidad impensada, algo fuera de lógica, presencia de casos reales que se acercan 
a lo absurdo, actores sociales que presentan su éxitos o fracasos de manera exagerada, 
resultados contradictorios y extravagantes en el análisis de una realidad, etc.». 
Los agroquímicos son «toda sustancia química de síntesis de uso agrario» 
(Pastorino, 2009), entre los que se puede citar a los plaguicidas, cuyo destino es 
controlar y/o combatir las plagas. 
El concepto de plaga se ha instalado en la normativa desde muy antiguo, entre los 
antecedentes más remotos se puede recordar que en el año 1905 con la sanción de la 
Ley 4863 de «Defensa de la Producción Agrícola», el Poder Ejecutivo Nacional 
queda a cargo de la defensa agrícola contra la invasión de animales y vegetales 
parásitos o perjudiciales, debiendo fortalecer sus facultades de contralor en la materia 
con facultades para adoptar medidas en predios públicos y privados y accionar 
contra los particulares en el control de las plagas. 
Más tarde, mediante el Decreto 991/1908 se reglamentó esa ley, y se asumió la 
responsabilidad de destruir las plagas, creándose la Comisión Central de Defensa 
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Agrícola. A esos antecedentes le sigue una voluminosa normativa, hay Leyes de la 
Nación; Decretos del Poder Ejecutivo Nacional y Resoluciones del Servicio 
Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA). 
Las plagas, siguiendo el Decreto Ley 6704/63 conocido como Ley de Policía 
Sanitaria, son «animales, vegetales o agentes de cualquier origen biológico, 
perjudiciales (…) por su carácter extensivo, invasor o calamitoso». 
También el Código Rural de la provincia de Buenos Aires se refiere a la 
obligación de combatirlas que tienen «los propietarios, arrendatarios, usufructuarios 
u ocupantes de tierras fiscales o privadas, tienen la obligación de destruir dentro de 
los inmuebles que posean u ocupen las plagas declaradas tales por el organismo 
técnico competente», como lo establece el artículo 248 del Decreto Ley 10.081/83. 
Para librar esa batalla contra las plagas superando los medios físicos, han llegado 
los agroquímicos, «se trata de sustancias peligrosas que deben ser autorizadas, 
manipuladas, utilizadas y sus contenedores y residuos gestionados con mucho rigor 
y control» y cuyo uso inadecuado es peligroso, como lo precisa la Resolución 
Conjunta MS 1562/10 y MAGyP 340/10; como tal deben tratarse y por eso están 
altamente reguladas por un abanico de normas nacionales y provinciales hasta 
ordenanzas municipales donde «a lo largo de casi una década (…) se fue instalando 
una percepción que hace creer que con mayor distancia de prohibiciones y 
restricciones se constituye mayor seguridad, cuando las investigaciones científicas y 
recomendaciones tecnológicas de organismos internacionales (ONU-FAO) y 
nacionales (INTA) indican que el factor central es el control y fiscalización de 
buenas prácticas de aplicación, entre ellas un factor central lo encontramos en las 
condiciones ambientales oportunas de aplicación (humedad relativa ambiente, 
temperatura, dirección y velocidad del viento) para eliminar peligros de derivas no 
sólo en zonas rurales periurbanas sino también en plenas zonas rurales» (ACUÑA, 
2019). 
La provincia de Buenos Aires tiene vigente desde 1988 la Ley 10.699 que en el 
artículo 2° in fine contiene una lista enunciativa de los productos que comprende 
determinando que se trata de los «productos de acción química y/o biológica (…), 
que sean utilizados para la protección y desarrollo de la producción vegetal». 
Para librar esa batalla contra las plagas superando los medios físicos, han llegado 
los agroquímicos, en casi todos hay parte de verdad y parte de mito; por citar un 
ejemplo dice en su página electrónica la Cámara de Sanidad Agropecuaria y 
Fertilizantes, «muchos conocen a los agroquímicos como los más malos de los malos, 
en especial al glifosato (…)». ¿Pero, donde está el mito y donde la verdad? Esa es la 
cuestión. Basta «navegar» por internet para encontrar un poco de mito y otro poco 
de verdad. Unos hablan la utilización racional, de dosis exactas, de buenas prácticas 
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de aplicación; otros dicen que no deberían utilizarse, sostienen que su uso debería 
prohibirse. 
Guiados por un paradigma, los productores son conducidos a utilizar un 
conjunto de procesos y productos que la empresa agraria utiliza para llevar adelante 
la producción, incluyendo la experiencia y conocimientos científicos y técnicos 
necesarios «para hacer producir la naturaleza orgánica» (Vivanco, 1967), es decir, 
paquetes tecnológicos que «permiten reducir el impacto ambiental y generar mayor 
productividad y (como consecuencia), beneficios económicos», según se explica en 
un trabajo publicado por el Instituto Interamericano de Cooperación para la 
Agricultura (IICA), beneficios que se reparten, quedando un poco para el productor 
y otro poco para compartir con su «socio en las ganancias», el Estado, que participa 
tomando buena parte de esos dividendos en forma de derechos de exportación, 
impuestos, tasas y contribuciones, que los productores aportan al Estado nacional, 
provincial y al municipio en que desarrollan su actividad, incluyendo sanciones de 
multa desproporcionadas e irracionales por la comisión de presuntas infracciones 
comprobadas sin la necesaria legitimidad. 
El paquete tecnológico aplicado al cultivo de soja genera beneficio ambiental y 
económico titula ese organismo: «(…) la siembra directa, la nutrición química y 
biológica, los biocidas y el uso de variedades de soja transgénica conforman un 
paquete tecnológico que genera impactos ambientales positivos». 
Otro paradigma señala que «los principales desafíos de hoy en día son reducir el 
uso de insumos agrícolas, especialmente el agua y los productos químicos», como 
pide la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación 
(FAO), un «cambio de paradigma», ir hacia una agricultura sostenible basada en 
biocontroladores. 
A la par, según la misma FAO, «por tercer año consecutivo, se ha producido un 
aumento del hambre en el mundo (…)» siendo un desafío cada vez mayor alimentar 
la población mundial con el producido de las tierras disponibles manejadas 
sustentablemente. «Para cubrir la demanda en 2050, la FAO estima que la 
agricultura tendrá que producir casi un 50% más de alimentos, forraje y 
biocombustible de los que producía en 2012». 
La Resolución Ministerial traída a este análisis, en sus considerandos, cita el 
Informe Final del Grupo de Trabajo Interministerial sobre Buenas Prácticas en 
Materia de Aplicaciones de Fitosanitarios (Resolución Conjunta MA y MAyDS 
1/18). 
Tiene presente la potestad de los Municipios, que por el Decreto Ley N° 
8912/77, tienen facultad para ordenar el uso, ocupación, subdivisión y equipamiento 
del suelo, su territorio, clasificándolo y delimitando las áreas rurales, áreas de 
población dispersa, urbana y complementaria, zona residencial extraurbana, con 
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facultad para determinar su localización cuando se trate de usos específicos, 
habilitándolos a ejercer el control mediante la celebración de un convenio, a partir 
del cual podrían auditar las aplicaciones para verificar el correcto cumplimiento de 
las condiciones de aplicación establecidas. 
En ese contexto la provincia de Buenos Aires ajustó la reglamentación vigente 
para la aplicación de fitosanitarios mediante la Resolución 246/18 de su Ministerio 
de Agroindustria (MA), regulando con mayor estrictez cuando la actividad se 
ejecute en las zonas de amortiguamiento, que de acuerdo al glosario anexo, es la 
«superficie adyacente a determinadas áreas de protección, que por su naturaleza y 
ubicación, requieren un tratamiento especial para garantizar la conservación del 
espacio protegido, sin dificultar las actividades que en ellas se desarrollan», 
comprendiendo a «los lotes contiguos al área urbana, zona residencial extraurbana, 
área de población dispersa, márgenes de cursos o cuerpos de agua, zonas de bombeo, 
establecimientos educativos, áreas de esparcimiento y reservas naturales», según el 
artículo 1° de la citada Resolución. 
La decisión se basa en el Informe Final del Grupo de Trabajo Interministerial 
sobre Buenas Prácticas en Materia de Aplicaciones de Fitosanitarios que se 
conformó con el objeto de «elaborar los principios que deben regir las políticas 
públicas nacionales de sus respectivas competencias, sobre las aplicaciones de 
fitosanitarios en la agricultura y la alimentación, con especial atención sobre las 
aplicaciones en zonas de amortiguamiento o “buffer” adyacentes a áreas que 
requieren especial protección»; «formular recomendaciones respecto de cómo 
mejorar la adopción de las buenas prácticas de aplicación de fitosanitarios; y 
formular recomendaciones sobre cómo fortalecer los sistemas de control y 
monitoreo (…)». 
De acuerdo a ese documento, «los principios y las recomendaciones persiguen 
brindar un marco integrador y balanceado en favor del desarrollo sostenible, (…)».  
La Resolución se centra en la zona de amortiguamiento que es la faja de territorio 
ubicada entre determinados sitios específicos y las zonas rurales, ahí la 
reglamentación entiende necesaria una especial protección. Sin embargo, los 
recaudos para tal objetivo admiten variaciones en cada aplicación, particularmente 
en función de las características del ambiente que se busca resguardar; el grado de 
vulnerabilidad; las características de cada sustancia; los mecanismos de exposición; las 
tecnologías aplicables y las condiciones ambientales y considera que las Buenas 
Prácticas de aplicación de fitosanitarios son la forma adecuada de desarrollar la 
actividad.  
Las zonas de amortiguamiento las define en términos similares por el Grupo de 
Trabajo Interministerial sobre Buenas Prácticas en Materia de Aplicaciones de 
Fitosanitarios, en su Informe Final dice que «son interfaces que permiten el 
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ordenamiento ambiental del territorio para mejorar la gestión del riesgo de la 
aplicación y la convivencia de los valores productivos, ambientales y patrimoniales». 
Sostiene el concepto de Buenas Prácticas de Aplicación tal como las definió el 
Informe Final citado, diciendo, «incluyen un conjunto armónico de técnicas y 
prácticas aplicables tendientes a asegurar que el producto pueda expresar su máxima 
capacidad para el que fue concebido disminuyendo al máximo cualquiera de las 
diferentes formas de deriva, evitando así los posibles riesgos emergentes a la salud y 
al ambiente».  
Para comprenderlo mejor podría decirse que las buenas prácticas son una 
derivación de la evolución del marco normativo sanitario; la responsabilidad de los 
productores y los aplicadores que utilizan agroquímicos se ha transferido a los 
particulares que desarrollan la actividad agraria, reservándose la autoridad de 
aplicación la verificación del cumplimiento de las normas y de los procedimientos 
preparados para cada caso. 
Implican la necesidad de los productores y profesionales responsables de evaluar 
caso por caso, deben elaborarse considerando unos indicadores que pueden ser 
diferentes en cada situación de aplicación, particularmente en función de las 
características del ambiente que se busca resguardar, su vulnerabilidad, las sustancias 
utilizadas, los mecanismos y tecnologías aplicadas y las condiciones ambientales 
(viento, temperatura, etc.); las diseñadas para una aplicación no pueden ni deben 
reproducirse en otra como si se tratara de cumplir una pauta, sino que de las buenas 
prácticas se espera el autocontrol, entonces habrá que determinar previamente que 
debe hacerse, para luego verificar si se hizo lo que se debía hacer, tal como se dijo 
que se debía hacer y si los resultados son los esperados y establecidos en las normas 
legales. 
Para eso se suma a las exigencias ya vigentes, como el registro de los 
expendedores, el registro de los productos utilizados, el registro de los aplicadores, 
de contar con la receta agronómica obligatoria y la capacitación de los operarios de 
aplicación de agroquímicos, la comunicación al municipio de la fecha de aplicación 
y en determinados casos la presencia en el lugar de un profesional con incumbencias 
matriculado. Finalmente, las autoridades locales que han celebrado convenio tienen 
la facultad de auditar. 
En los últimos considerandos de la Resolución se deja explícitamente expuesto el 
contexto que debe tenerse en cuenta para comprenderla, al decir: «para determinar 
las condiciones necesarias para efectuar aplicaciones de fitosanitarios en la zona de 
amortiguamiento debe realizarse una adecuada ponderación de la gestión del 
riesgo», remitiendo seguidamente a los artículos 41 de la Constitución Nacional, 28 
de la Constitución Provincial, la Ley N° 25.675 de Presupuestos Mínimos 
Ambientales y la Ley de Agroquímicos provincial, N° 10.699 y el Decreto 
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Reglamentario 499/91, proveyéndola de un marco jurídico tuitivo que le da una 
base muy sólida. 
Una vez publicada la Resolución que se examina, el Ministerio informa en su 
página electrónica que «es la primera vez que desde la Provincia se elabora una 
norma de estas características que apunta tanto a cuidar la salud de la población, el 
medio ambiente, la seguridad alimentaria y al mismo tiempo a mantener las 
actividades productivas a través de la sustentabilidad y sostenibilidad, con fuerte foco 
en las buenas prácticas agropecuarias», y ciertamente puede afirmarse siguiendo sus 
mandatos, que armoniza la aplicación de fitosanitarios en su relación con el interés 
general de la comunidad y los valores productivos. 
La primera paradoja es la reacción de algunos sectores que hicieron oír su voz 
repudiándola por distintos medios, desde los periodísticos hasta presentaciones en la 
sede administrativa y judicial reclamando la derogación de la Resolución; ellos han 
entendido que es regresiva porque iría contra normas municipales más estrictas; 
piensan que legaliza la aplicación de venenos en lotes linderos a las ciudades, zonas 
residenciales que se encuentran en el campo; achacan que no se han especificado 
distancias mínimas en relación a la ubicación de reservas, arroyos, ríos, escuelas, etc. 
Se ha afirmado desde esa posición que se debilitan los controles porque delega esa 
tarea a ingenieros agrónomos contratados por las empresas y los privados. 
Por lo que se dijo antes, la Resolución adopta un criterio razonable, frente a la 
arbitrariedad que podría implicar el establecimiento de distancias fijas (100 metros, 
500 metros, 1000 u otra), elige implementar buenas prácticas porque como queda 
claro en el Informe Final arriba citado, las distancias siempre son relativas y 
dependientes de cómo se hace la aplicación. Si no se cumplen determinados 
parámetros técnicos, aunque se prevea una distancia podrían producirse 
afectaciones; de ahí la importancia puesta en el cumplimiento de buenas prácticas y 
la presencia de un profesional universitario matriculado, que viene a 
responsabilizarse del cumplimiento de esos parámetros. 
El segundo hecho que aparece como una paradoja es el dictado de un nuevo acto 
administrativo emanado del mismo Ministerio, la Resolución 24/19 MA que el 14 de 
febrero modificó el artículo 5° de la Resolución 246/18 MA, a cuyo texto habrá que 
atenerse cuando entre en vigencia a mediados de febrero de 2020, porque se ha 
suspendido la vigencia de la Resolución 246/18 MA por el término de un año, de 
acuerdo a la letra del artículo 2°.  
Ahora por mandato del artículo 3° se crea un equipo de trabajo técnico 
multidisciplinario e interinstitucional con el objeto de elaborar un protocolo de 
aplicación en la zona de amortiguamiento, que deberá presentar un protocolo 
específico de aplicación en la(s) zona(s) de amortiguamiento. 
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Seguramente, la ejecución de ese protocolo de aplicación brindará los indicadores 
objetivos necesarios para que el profesional actuante pueda decidir fundadamente al 
momento de dirigir/controlar la aplicación de agroquímicos en esas zonas sensibles. 
Con todo lo hasta aquí dicho, teniendo presente la enseñanza del profesor 
Vivanco, al afirmar que «la actividad agraria es productiva por excelencia; pero 
comprende no solo el cultivo de la tierra, sino también su conservación, la cría de 
ganado (…)» (VIVANCO, 1967), en este trabajo se considera prudente preguntarse 
sobre la posibilidad de desechar razonablemente tierras fértiles impidiendo o 
limitando la actividad agraria en determinados espacios y la respuesta muy 
probablemente nos indicaría hacerlo si es que no hay alternativa posible a partir de la 
premisa según la cual el interés general debe prevalecer por sobre el interés 
particular. 
No nos queda de lado el mandato del artículo 240 del Código Civil y Comercial 
en cuanto «el ejercicio de los derechos individuales sobre los bienes mencionados en 
las Secciones 1ª y 2ª debe ser compatible con los derechos de incidencia colectiva. 
Debe conformarse a las normas del derecho administrativo nacional y local dictadas 
en el interés público y no debe afectar el funcionamiento ni la sustentabilidad de los 
ecosistemas de la flora, la fauna, la biodiversidad, el agua, los valores culturales, el 
paisaje, entre otros, según los criterios previstos en la ley especial». Un texto 
original, reflejo del artículo 41 incluido en la reforma constitucional de 1994. 
Dos cuestiones aparecen como para motivar las reflexiones respectivas. 
Una es el impacto económico que implica el cumplimiento de la Resolución 
Ministerial por los productores, que amerita una estimación, y a la par merece una 
apreciación el impacto en las gabelas que el Estado dejaría de percibir, como 
consecuencia de no dedicar a la producción determinadas tierras por efecto del 
cumplimiento de la norma. También es importante remarcar que una reducción de 
la superficie puesta en producción no solamente genera una merma de ingresos para 
el productor sino que también genera una caída en los ingresos para los otros 
eslabones de la cadena productiva, es decir una menor superficie sembrada por el 
productor provoca una menor compra de insumos a las agronomías y/o cooperativas 
así como también una caída en la cantidad de producto comercializada a los molinos 
llevando todo esto a una disminución en la cantidad de camiones utilizados para 
distribuir los insumos y la producción obtenida, con lo cual no solamente disminuye 
el ingreso en cada uno de los eslabones de la cadena productiva sino que también la 
menor comercialización de productos provoca una menor recaudación impositiva 
para el Estado nacional, provincial y municipal. Los ejemplos que se detallan a 
continuación permitirán comprender esta problemática ambiental-económica.  
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Desde la realidad, pensé en el municipio de Las Flores, donde nací, el partido 
tiene veintiocho escuelas rurales, y la escuela en la que cursé los estudios primarios se 
encuentra emplazada en un terreno de una hectárea de extensión. 
Considerando que, al analizarse los riesgos según las buenas prácticas podría 
establecerse una zona buffer de cien metros a su alrededor, la superficie restringida 
sería equivalente a casi cinco hectáreas, cuarenta y ocho mil metros cuadrados que se 
desafectarían de la actividad agraria agrícola. 
El rendimiento del maíz a nivel nacional supera por poco los ocho mil 
kilogramos por hectárea, una cantidad esperable en ese lugar. Entonces, sí se pone 
en práctica la zona buffer recientemente mencionada, se limitaría al productor 
lindero de unos treinta y ocho mil kilogramos de producto. 
Las cuentas podrían continuar para determinar otros parámetros que permitirían 
conocer detalladamente los kilogramos de novillo que dejarían de obtenerse al no 
utilizarse esa cantidad de grano para suplementar su dieta y producir más kilogramos 
de carne, y paralelamente lo que el Estado deja de percibir como ingresos fiscales 
por la merma de esa producción, generando así también una caída en los recursos 
que se utilizan para afrontar las demandas sociales que se satisfacen con esos aportes. 
En otra hipótesis, partiendo de la unidad económica determinada para el partido 
de Las Flores, que es equivalente a ciento cincuenta hectáreas agrícolas, según el 
Decreto 1573/83, se podría afirmar que esa unidad se restringe algo más de un 3 % 
de su superficie. Tratándose de un campo de 120 hectáreas la restricción alcanzaría 
el 4 % de la superficie, pero si fuera una chacra de la actualmente denominada «zona 
periurbana» el porcentaje sería mucho mayor, rondando el 10 %. 
La segunda cuestión se presenta al interpretar la regulación prohibitiva como una 
limitación administrativa que se define como «el conjunto de medidas que 
condicionan el ejercicio del derecho de propiedad individual para que armonice con 
los intereses colectivos» (MARIENHOFF, 1987), en estos términos la regulación 
implica una clara limitación, fundada en necesidades colectivas, que el Código Civil 
y Comercial subordina a la regulación del Derecho Administrativo 
independientemente que el interés protegido sea público o privado. 
Sabido es que desde el Derecho Romano existe el principio según el cual nadie 
puede hacer uso de su propiedad con ánimo de perjudicar a terceros. Es reprochable 
hacer mal uso de un derecho damnificando a un fundo vecino o a las personas que 
en él se encuentren, habida cuenta que ellos también son titulares de derechos. 
Viene a la memoria el mandato del Digesto según el cual, «cuando las ramas de un 
árbol se extendían sobre la finca vecina, el propietario de éste, perjudicado por las 
sombras que aquellas proyectaban, podía según la Ley de las XII Tablas exigir del 
dueño del árbol que lo aclarara podándolo hasta una altura de quince pies».´ 
V CONGRESO NACIONAL DE DERECHO AGRARIO PROVINCIAL (CORRIENTES, 2019) 
384 
 
El Código Velezano recogió ese principio en el artículo 2618 y la reforma de 
1968 lo resignificó, ampliándolo.  
El artículo 2611 del Código Civil decía que «las restricciones impuestas al 
dominio privado sólo en el interés público, son regidas por el derecho 
administrativo» y en términos similares el artículo 1970 del Código Civil y 
Comercial unificado que dice «las limitaciones impuestas al dominio privado en el 
interés público están regidas por el derecho administrativo. El aprovechamiento y 
uso del dominio sobre inmuebles debe ejercerse de conformidad con las normas 
administrativas aplicables en cada jurisdicción». 
«La lógica preeminencia de la normativa constitucional hace que la regla del 
artículo 41 se imponga a lo prevenido en el antes transcripto artículo 1970 del 
CCyC cuando se encuentre amenazada la calidad ambiental del área sujeta a las 
limitaciones que nos ocupan. 
En este caso los presupuestos mínimos que protejan al entorno del impacto 
provocado por el uso del suelo rural o la ocupación del espacio urbano, serán 
aquellos establecidos por la autoridad nacional sin perjuicio de la potestad de las 
provincias y/o de las municipalidades para establecer estándares de calidad más 
exigentes según los requerimientos locales» (BOTTASSI). 
Las restricciones en el Código Civil se entendían como afectaciones que no 
llegan a degradar el derecho de ejercer el dominio, y entonces no se consideran 
indemnizables, sin perjuicio de que se podría reclamar cuando se hubiera producido 
un avance irrazonable o desproporcionado sobre la propiedad privada. 
Como la resolución 246/18 MA que se analiza trata una cantidad de casos 
infinita, habrá que considerar cada uno en particular y examinarlo para determinar si 
existe o no exceso en la restricción. Será el juicio de los peritos el que podrá 
cuantificar e iluminar esta teoría a fin de animar a los colegas juristas el inicio de 
acciones judiciales tendientes a reparar los daños y perjuicios, en cuanto derecho 
constitucional consagrado en los artículos 14 y 17. 
Con estos fundamentos, atino a concluir que es razonable el mandato de la 
Resolución del Ministerio de Agroindustria 246/18 MA, ahora suspendida por su 
similar 24/19 MA, aunque aplicada al caso particular, serán juristas quienes deban 
deducir si es pertinente accionar. 
Antes que fijar distancias que siempre son susceptibles de calificarse como 
absurdas o caprichosas, considerando la rigidez que es propia de un número, por 
ejemplo cien (100) metros, surge la pregunta que nunca tendrá una respuesta 
categórica: ¿que ocurre a los noventa y ocho (98) o a los ciento cinco (105) metros? 
Desde la óptica planteada en este trabajo se favorece el mantenimiento del criterio 
favorable a la implementación de las Buenas Prácticas, sustentadas con documentos, 
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parámetros, indicadores, y otros medios basados científica y técnicamente que 
permitan ponderar adecuada y objetivamente los riesgos para gestionarlos y 
consecuentemente minimizar la posibilidad que ocurra algún evento dañoso por 
sobre la posibilidad de establecer distancias fijas. 
Bienvenida será la herramienta prometida en la nueva Resolución 24/19 MA, que 
fortalezca la capacidad de planificación y gestión de los factores que condicionan la 
aplicación de fitosanitarios y la convivencia del interés de la comunidad con los 
valores productivos y ambientales a partir de la evaluación y categorización de los 
riesgos, «disminuyendo la más negativa de las dos realidades ocultas que emergen 
del choque de paradigmas» (Casas, 2000). 
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